REFORMA EL ARTICULO 117, DE LA CONSTITUCION POLITICA, FACULTANDO AL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA PARA CONVOCAR A PLEBISCITO CASO DE QUE EL CONGRESO NACIONAL RECHACE UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE INICIATIVA PRESIDENCIAL





Desde mediados del siglo XIX, se distingue entre dos especies de democracia: la directo o pura, y la indirecta, impura o representativa, servir de criterio para la distinción, el carácter de la participación de los ciudadanos en la elaboración y toma de las decisiones. Así, si intervienen por sí mismos, se está en presencia de la primera si lo hacen por medio de representantes, de la segunda.





Pero a esa división bipartita se puede agregar una tercera especie, en la que se combinan las dos anteriores. Es precisamente en este tercer tipo donde aparecen las "formas semidirectas".





Lo característico de las "formas semidirectas" es que suponen o requieren la existencia de una base representativa que se agregan o adicionan a la misma, de tal manera que modifican la naturaleza propia del "régimen representativo". En esencia, pues, las formas directas" configuran en realidad un "régimen representativo'' modificado o un régimen representativo" no puro.





En términos generales, puede decirse que las "formas semidirectas" consisten en diversos mecanismos o procedimientos mediante los cuales el cuerpo electoral participa directamente en la función constituyente o legislativa realizada por los órganos representativos, o adopta decisiones acerca de los integrantes de los mismos o decisiones políticas fundamentales tales sobre determinados problemas. Pero tales "formas semidirectas" no deben ser confundidas con la "democracia directa".





Las principales "formas semidirectas" son: el referéndum el plebiscito, la iniciativa popular y el recall.





El referéndum y el plebiscito son para algunos dos "formas semidirectas”, diferentes y, para otros, dos nombres diferentes de una misma forma.





Si se admite la existencia de cada uno con su propio nombre, puede decirse que el referendún es el procedimiento mediante el cual el cuerpo electoral, a través del sugragio de sus integrantes, ratifica o desaprueba, con carácter definitivo, decisiones de carácter normativo adoptadas por órganos representativos. El plebiscito, por su parte, es un procedimiento semejante al anterior, pero que tiene por objeto la adopción de una decisión política fundamental de determinado carácter.





En cuanto al objeto de la consulta popular, suele distinguirse entre referéndum constitucional, referéndum legislativo, referéndum de arbitraje y referéndum para otro tipo de decisiones. Atendiendo el criterio temporal, hay referéndum previos y de ratificación En función de la obligatoriedad de la consulta, se distingue el referéndum obligatorio para aprobar cierto tipo de materias o decisiones y referéndum facultativo. Cuando la iniciativa de la convocatoria queda en manos de algún órgano o estructura, se puede hablar de referéndum presidencial, gubernamental parlamentario y referéndum de iniciativa popular. Según el valor conferido a sus resultados, suele hablarse de referéndum vinculante o referéndum  consultivo. Finalmente según el ámbito espacial de la consulta es posible distinguir entre referéndum nacional, referéndum territorial e incluso referéndum local o municipal.








II.	EL PLEBISCITO EN LA CONSTITUCION DE 1980





1.  El plebiscito como derecho ciudadano.


La Constitución  Política de la República proclama en su artículo 5°, inciso 1°, que "La soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas..."





Por otra parte, la misma Constitución dispone en su artículo 5°, inciso 2° que "El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes".





Ahora bien, los más importantes tratados internacionales vigentes ratificados por Chile en materia de derechos humanos son la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos (1966). Dichos tratados definen en sus textos los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana que el Estado de Chile y sus órganos se han comprometido a respetar y promover, máximamente si coinciden con los garantizados por la Constitución.





Si concordarnos en que la soberanía en el Estado es el poder orientador y el poder decisorio esencial sobre los destinos de un país y si decirnos que "su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas (art. 5° de la Constitución), cabe concluir que la Constitución otorga al pueblo elector y reconoce a cada uno de los ciudadanos electores el derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos chilenos a través del plebiscito y de elecciones periódicas.





Ahora bien, este derecho ciudadano de participar en el Gobierno, directamente a través del plebiscito e indirectamente a través de representantes libremente escogidos en elecciones periódicas, está reconocido y garantizado también expresamente por diversos tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes. Al tenor de dichos tratados de derechos humanos, el plebiscito es un derecho político esencial que emana de la naturaleza humana.





En este sentido, la Constitución de 1980 innovó y progresó en esta materia en relación con las constituciones precedentes de 1833 y de 1925, al reconocer el derecho político al plebiscito explícitamente. Las constituciones de 1833 y de 1925 subrayaron exclusivamente el aspecto "representativo" del Gobierno y la "delegación" del ejercicio de la soberanía en las autoridades establecidas en ellas, no reconociendo al pueblo ni al ciudadano elector ningún derecho a ejercer la soberanía de la Nación directamente a través del plebiscito, ni corno principio general ni en forma particular.





Cabe destacar, sin embargo, que el carácter esencial, básico y fundamental del derecho humano a participar directamente en el Gobierno del país a través de la consulta popular o plebiscito, tuvo que ser reconocido en el proceso mismo de reforma de la Constitución de 1828 para poder formular la Constitución de 1833, como asimismo en el proceso de reforma de ésta para aprobar la Constitución de 1925 y en el proceso preparatorio de la Constitución de 1980. Explícitamente los decretos aprobatorios de las Constituciones de 1925 y 1980 reconocieron al plebiscito como una manera de manifestar la voluntad soberana.





El deber de los órganos del Estado de implementar el plebiscito.





La norma del ejercicio de la soberanía de la Nación por el pueblo a través del plebiscito del artículo 5° ubicado en el Capítulo 1 "Bases de la Institucionalidad" de la Constitución de 1980, constituye un precepto no meramente declarativo de principios 0 programático, sino una norma dispositiva que puede exigirse jurídicamente a gobernantes y a gobernados y tiene la particularidad de obligar y dar acción para exigir su cumplimiento.





Como ya se indicó, el derecho esencial a la participación política directa en el Gobierno del país a través del plebiscito, está garantizado en la Constitución y concuerda con los tratados. En caso de no estar implementada su operatividad práctica en la Constitución, de acuerdo al artículo 5° de la Constitución, los órganos del Estado deben respetar y promover tal derecho dictando las normas constitucionales necesarias para llenar los vacíos o lagunas constitucionales que impidan ejercerlo.





Más todavía si el plebiscito es una de las formas más directas y profundas en que el pueblo ejerce el derecho a su libre determinación.





3.	El plebiscito corno forma de expresión de la soberanía.





Ahora bien, si se analiza el tenor literal estricto del artículo 5° de la Constitución, se constata que el pueblo realiza el ejercicio de la soberanía de 1,1 Nación a través del plebiscito y de elecciones periódicas. Ello quiere decir que el plebiscito tiene tanta importancia como las elecciones y los poderes y órganos del Estado por ellas elegidos.





Esta equivalencia del plebiscito con respecto a las elecciones en la letra y en el espíritu de Constituyente, no ha sido letra muerta de la Constitución, pues atravesó todo el período llamado "de transición", desde 1980 a 1990. En efecto, la Constitución misma y todas las instituciones del período de transición fueron aprobados por plebiscito y no por una asamblea constituyente, fruto de una elección. La persona misma del Presidente de la República que rigió en el período 1981 � 1990 y su no continuación por el período 1989 � 1997, se decidió por plebiscito y no por elección. Finalmente, las reformas constitucionales de 1989 se decidieron por plebiscito y no por votación en el Congreso Nacional.





Si se tiene en cuenta que las leyes orgánicas constitucionales que complementan todo ordenamiento constitucional fueron aprobadas por la Junta de Gobierno y un Presidente de la República designados por plebiscito y no por elección, se podrá concluir, sin exagerar, que todo nuestro ordenamiento constitucional, hasta los detalles de las leyes orgánicas constitucionales, es integramente plebiscitario.





La historia fidedigna de las normas constitucionales.





Como hemos señalado anteriormente, a pesar de lo amplísimo del artículo 5°, a pesar de la amplitud de la doctrina y del derecho comparado para admitir el plebiscito sobre todo tipo de materias, legislativas o no, el anteproyecto elaborado por la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución lo limitó sólo a la aprobación ratificatoria de ciertos tratados y a las reformas constitucionales. Dentro de estas últimas, sólo lo admitió como forma de arbitraje de desacuerdos entre Presidente y Congreso con motivo de proyectos de reforma de ambos, arbitraje facultativo y convocable sólo por el Presidente de la República.





El Consejo de Estado, por su parte, suprimió el plebiscito para los tratados y suspendió también el plebiscito de arbitraje con motivo de la no aprobación de un proyecto del Presidente o de sus observaciones con los quórums de mayoría en ejercicio de cada Cámara, sin mediar insistencia del Congreso por los 2/3 en ejercicio en su proyecto. Ello era muy grave para el Presidente, pues no podía acudir al pueblo para hacer aprobar un proyecto propio o sus observaciones porque tenía oposición de la mayoría de una sola Cámara. Esta, deseando hacer fracasar el proyecto o las observaciones del Presidente, podía hacerlo por el simple expediente de no concurrir a las sesiones o abstenerse de votar. El Presidente no tendría, de esa manera, los quórums de los miembros "en ejercicio" para hacer aprobar sus Proyectos o sus observaciones.





La Junta de Gobierno, en su proyecto, agravó aún más la situación, pues subió el quórum general de aprobación de una reforma constitucional de la mayoría en ejercicio a los 3/5 en ejercicio; estableció para ciertos Capítulos (I, VII, X, XI) un quórum de aprobación de 2/3 en ejercicio de dos Congresos sucesivos más veto favorable del primer Presidente; y normó una insistencia de los 3/4 en ejercicio del Congreso para superar el veto total del Presidente.


 


Los plebiscitos quedaron establecidos, pues, para los casos en que superados por Cámaras todos los requisitos para la aprobación de las reformas contra el criterio del Presidente, o sea insistiendo en ellas por los altos quórums señalados, el Presidente no se allanara a promulgarlas.





Sin embargo, estos casos han sido históricamente imposibles. Existiendo una facultad análoga en el artículo 109 primitivo de la Constitución de, 1925, jamás se llamó al plebiscito por los Presidentes en el período 1925 � 1970.





Por otra parte, bajo los dos sistemas de reforma constitucional imperantes en la Constitución de 1833, antes y después de la Reforma de 1882, jamás se dio el caso de un Congreso insistiendo por sus 2/3 en su proyecto de reforma constitucional contra las observaciones del Presidente. Tampoco sucedió ello en los años 1970�1973. Y siempre hubo posibilidades jurídicas do tal insistencia, incluso en el período 1833�1882. Las razones políticas de tal imposibilidad histórica radican en que se ha dado poco el caso de que una Cámara oscile tan fuertemente como para dejar al Presidente sin 1/3 más 1 de una sola Cámara.





III.	NORMAS POR LAS QUE SE RIGE UNA REFORMA CONSTITUCIONAL





La actual Constitución Política no contempla una norma como la que contemplaba la Carta Fundamental de 1925 que, supletoriamente, aplicaba las disposiciones establecidas para la formación de la ley al procedimiento de reforma de la Constitución.





En la relación con esto, el inciso final del artículo 116 establece que será aplicable a los proyectos de reforma de la Constitución el sistema de urgencia, contemplado en el artículo 71 de la carta Fundamental, ubicado dentro del título concerniente a la formación de la ley.





Lo anterior, junto con la mención que hace el artículo 116 al artículo 62, lleva a preguntarse si la Constitución de 1980 prohibe o no la aplicación, en lo no previsto, de los artículos 62 y siguientes a tales proyectos.





Aparentemente, el Capítulo XIV, sobre Reforma de la Constitución, ha sido creado como un apartado autosuficiente, al que no cabría integrar con otras normas. Para justificar este aserto, basta ver el Acta de la Sesión N° 374 de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución la cual dice: "Se acuerda incluir en el capitulo sobre reforma constitucional, todas las normas necesarias para que él se baste a mismo, sin necesidad de hacer ninguna referencia a la tramitación de las leyes, y establecer la posibilidad de la formación de una comisión mixta cuando se produzca desacuerdo entre ambas Cámaras”.





Por su parte, el proyecto del Consejo de Estado guardó silencio con respecto a la aplicación supletoria de las normas de formación de la ley, eliminando de la redacción planteada por la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, la mención a la Comisión Mixta. El referido cambio fue acogido por la Junta de Gobierno.





Las consecuencias de la aplicación de ambas posiciones son, por una parte, que la hipótesis de que la Cámara revisora modifique un proyecto de reforma constitucional, no estaría reglamentada, y por ello la aprobación de la reforma constitucional por parte del Congreso requeriría la coincidencia inmediata y exacta de opinión entre ambas Cámaras.





La otra consecuencia de no aplicar los artículos 65 y siguientes de la Carta Fundamental, sería que no regiría la limitación contenida en la primera parte del citado artículo, de manera tal que si fuera desechado en general por la Cámara de origen, no existiría obstáculo para volver a presentarlo otra vez al Congreso.





Un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, adoptado por unanimidad, estimó que procede la formación de Comisiones Mixtas a que se refiere el artículo 68 de la Carta Fundamental, cuando la Cámara de origen no aprobare las modificaciones que le haya introducido la revisoria a un proyecto de reforma constitucional. Ese mismo informe consideró, sólo por mayoría, que no procedería la formación de comisiones Mixtas del artículo 67, esto es, en el caso que la iniciativa fuera desechada en su totalidad por la Cámara revisora.





En definitiva, se puede observar que existen dos posiciones con respecto a si se aplican o no, en forma supletoria, a las reformas a la Constitución, los trámites establecidos para la tramitación de las leyes contenidos en los artículos 65 y siguientes de la Carta Fundamental.





Por otro lado, en las Reformas Constitucionales basta que un texto se aprueba; es necesario, además, que lo aprobado sea ratificado por el Congreso Pleno.





Esta etapa ha de verificarse 60 días después de aprobado por ambas Cámaras el proyecto de reforma constitucional. En esa oportunidad, ambas Cámaras reunidas públicamente en sesión de Congreso Pleno y con asistencia de la mayoría del total de los miembros, deben proceder a votar sin debate el proyecto de reforma constitucional. (Artículo 117).





Para la ratificación del proyecto por parte del Congreso Pleno, bastaría que la mayoría de los concurrentes se pronuncie favorablemente acerca de él, sin importar cuáles sean las materias que comprenda.





Si el día señalado para el Congreso Pleno no se logra la asistencia de la mayoría del total de los miembros del Congreso, la sesión se verificaría al día siguiente con los diputados y senadores que asistan. En este caso, también será necesario para la aprobación, el voto favorable de más la mitad de la sala.





La votación del proyecto se hace sin debate previo. Así lo señala el artículo 117 de la Carta Fundamental. Los parlamentarios no pueden entrar a debatir el proyecto sino sólo fundamentar su voto en uno u otro sentido.





Una vez aprobado y ratificado el proyecto por el Congreso, se remite al Presidente de la República, quién, tal como si se tratara de una ley ordinaria, puede aprobarlo rechazarlo, total o parcialmente, formulando en este último caso las observaciones correspondientes. Si aprueba el proyecto, lo promulgará como ley de reforma constitucional.





Ahora bien, si el Presidente rechaza totalmente el proyecto, el inciso cuarto del artículo 117 de la Constitución, le reconoce al Congreso la facultad de insistir por los dos tercios de los miembros en ejercicio de cada Cámara.





En el evento de reunirse el quórum para insistir, el Presidente puede promulgar o bien llamar a plebiscito dentro de los 30 días siguientes a la insistencia, a fin de que la ciudadanía dirima el conflicto.





Si el rechazo del Presidente fuere parcial, el inciso quinto del artículo 117 dispone que las observaciones deben ser enviadas al Congreso Nacional a fin de que las Cámaras se pronuncien a su respecto. No se señala el plazo dentro del cual debe el Presidente de la República enviar las observaciones. Se aplicaría el artículo 70 de la Carta Constitucional, esto es, 30 días.





Las observaciones pueden ser aprobadas con los quórum señalados a propósito del primer pronunciamiento del Congreso, esto es, por los tres quintos o dos tercios de los diputados y senadores en ejercicio, según las materias de que traten las observaciones.





Si ninguna, o tan sólo una parte de las observaciones planteadas por el Presidente de la República fueren aprobadas por las dos Cámaras, no pueden promulgarse los puntos del proyecto sobre los que hubieren recaído las observaciones desechadas, salvo que el Congreso decida insistir en el proyecto aprobado por él. Para ello es necesario que ambas Cámaras se pronuncien por los dos tercios de sus miembros en ejercicio a favor de la mantención de los puntos del proyecto afectados por las observaciones presidenciales no aprobadas.





Acordada la insistencia, el Presidente de la República debe promulgar la parte insistida, a menos que decida pedir el pronunciamiento de la ciudadanía llamando a plebiscito.





De este modo, sólo en dos situaciones, de acuerdo a la actual preceptiva constitucional, el Presidente de la República puede convocar a plebiscito:





- Cuando el Jefe de Estado rechaza totalmente un proyecto de reforma constitucional aprobado por el Congreso y éste insista por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio (art. 117, inc. 4°), y


- Cuando las Cámaras rechacen todas o algunas de las observaciones del Presidente de la República e insistan por los dos tercios de sus miembros en ejercicio en el texto aprobado por ellas (art. 1 17, inc. 6°).





Quien convoca a plebiscito, es el Presidente de la República, mediante decreto supremo.





Dicha facultad la puede ejercer dentro de los 30 días siguientes a aquel en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por ellas. Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebiscito, debe promulgar el proyecto que hubiere aprobado el Congreso, pues se entiende que tácitamente le da su conformidad.





El decreto supremo por el cual se convoca a la ciudadanía a plebiscito, debe fijar la fecha de la votación plebiscitatia, la que, de acuerdo a la Constitución, no puede tener lugar antes de 30 días ni después de 60, contados desde su publicación.





El referido decreto contendrá, según corresponda, el proyecto aprobado por el Congreso Pleno, cuando �como se ha dicho � haya sido vetado totalmente por el Presidente de la República e insistido por ambas Cámaras con el quórum constitucional (dos terceras partes de sus integrantes).





Al contrario, si las observaciones fueron parciales, por tratarse de criterios distintos, las cuestiones en desacuerdo deberán ser votadas separadamente en el plebiscito.





Cabe señalar que el Tribunal Constitucional puede ser requerido con relación a la convocatoria a un plebiscito por el Senado o la Cámara de Diputados, dentro de los diez días siguientes a la fecha de publicación del referido decreto.





Finalmente, al Tribunal Calificador de Elecciones le corresponde comunicar al Presidente de la República el resultado del plebiscito, debiendo especificar el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía. A contar de esta fecha el Presidente tiene cinco días para promulgarlo como reforma constitucional.





IV. RAZONES DE INTRODUCIR EL PLEBISCITO SI EL CONGRESO RECHAZA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL.





El texto vigente sólo contempla el plebiscito en los dos casos señalados, es decir, cuando el Jefe de Estado rechaza totalmente un proyecto de reforma constitucional aprobado por el Congreso y éste insista por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio (art. 117, inc. 4°), y cuando las Cámaras rechacen todas o algunas de las observaciones del Presidente de la República e insistan por los dos tercios de sus miembros en ejercicio en el texto aprobado por ellas (art. 1 17, inc. 6°).





Actualmente si un proyecto de reforma constitucional del Ejecutivo es rechazado en su trámite inicial, aún cuando dicho proyecto cuente con la aprobación de la gran mayoría de la ciudadanía, no es posible que sea aquella la que lo resuelva en forma definitiva.





Se trata, entonces, de ampliar las opciones que tiene el Ejecutivo de solicitar a la ciudadanía su decisión en caso de un desacuerdo con el Congreso.





Lo anterior parece especialmente relevante si se toma en cuenta que la actual composición del Senado hace difícil que el principio de representación popular expresado en senadores elegidos, materialice una reforma constitucional sin contar con el apoyo de los senadores institucionales.





A su vez, los altos quórum que exige la Constitución para la aprobación parlamentaria de la reforma hace más valedero que, exigiendo cifras proporcionalmente idénticas en los votantes, lo que en derecho comparado en extremo elevado, sea el electorado el que pueda decidir soberanamente la diferencia entre una Cámara y el Ejecutivo.





Además, los órganos del Estado deben asegurar el plebiscito como forma de participación de la ciudadanía, tal como se dispone en el Capítulo 1 de la Constitución.





En mérito de lo anterior, tengo el honor de someter a la consideración el siguiente proyecto de reforma constitucional:





PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL





ARTICULO UNICO: “Introdúcese el siguiente séptimo al artículo 117 de la Constitución Política de la República, pasando el actual inciso octavo y final:





“ El presidente de la República también podrá llamar a plebiscito en caso que el Congreso rechace un proyecto de reforma constitucional de su iniciativa”.





